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C.nº 53.820 - Reg.   287

///la ciudad de Morón, Provincia de Buenos Aires, a los VEINTICUATRO
días del mes de Octubre de 2006, reunidos en la Sala I del Tribunal, los señores Jueces de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial del  Departamento judicial de Morón, doctores Liliana Graciela Ludueña, José Eduardo Russo y Juan  Manuel Castellanos, para pronunciar sentencia en los autos caratulados "MARAZZANO ELVIRA Y OTRO C/CAMINO MARIA ANA Y OTRO S/ Ejecución Hipotecaria" y habiéndose practicado el sorteo pertinente (art. 68 de la constitución de la Provincia de Buenos Aires y 266 del Código de Procedimientos Civil y Comercial), resultó que debía observarse el siguiente orden: Dres. RUSSO-CASTELLANOS-LUDUEÑA, resolviéndose plantear y votar las siguientes:



C U E S T I O N E S 

1ra.: ¿Es justa la sentencia apelada de fs.155/158?

2da.: ¿ Qué pronunciamiento corresponde dictar ?



V O T A C I O N

A LA PRIMERA CUESTION:  el  Señor Juez doctor RUSSO, dijo:

I.- Apela de la sentencia de fs.155/158 el ejecutante, recurso que fuera concedido en  relación y sustentado con el memorial de fs.166/170, sin merecer réplica de la contraria.-

El Fallo, conforme a su aclaratoria de fs.160, rechaza la defensa de pago deducida por los ejecutados y, en consecuencia, manda llevar adelante la ejecución hasta tanto María Ana Camino y Mario Carlos Bianco hagan integro pago a Elvira María Marazzano y Horacio Ramón Oliva del capital reclamado de cuarenta y cuatro mil seiscientos cuarenta ($ 44.640.-), al que se le aplicará el coeficiente de estabilización de referencia - o el que en el futuro lo reemplace -, y los intereses establecidos, con costas a la ejecutada.- Asimismo, se rechazan los planteos de inconstitucionalidad de las leyes 25.561 y 25.798 y del decreto 214/02, imponiéndose las costas por su orden, difiriéndose la regulación de honorarios profesionales.-

II.- El ejecutante se agravia del decisorio en tanto se rechazan los planteos de inconstitucionalidad deducidos contra la ley 25.561 y la ley 25.798, conforme a sus modificaciones y decretos reglamentarios.-

Respecto a ley 25.561 y luego de referirse el apelante a los principios rectores que deben seguir las normas de emergencia económica para que sean constitucionales,  destaca que en el caso se violan los artículos 14, 16 y 17 de la Constitución Provincial que garantizan la libertad y el derecho de propiedad el que resulta violado de manera evidente.- Afirma que en el caso, más allá del derecho de la demandada a una vivienda digna, la propiedad adquiere las características de suntuosa con un valor de tasación actualizado colocándose la parte ejecutante con 85 años de edad, en una situación de desventaja frente a la ejecutada, no guardándose en el caso una adecuada razonabilidad teniéndose en cuenta el principio del esfuerzo compartido.-

Sostiene también respecto de la ley 25.798 que la misma también deviene inconstitucional pues no obstante la modificación del artículo 16 efectuada por la ley 25.908, que el Sr. Juez "aquo" estima razonable no lo es tal, y comporta para los acreedores un "corralito agravado".- Señala que la este sistema sólo es optativo para las entidades finacieras, violándose la garantía de igualdad ante la ley, pues los acreedores bancarios y los deudores no bancarios pueden optar por el sistema, quedando discriminados los acreedores particulares, creándose "salvatajes" que benefician siempre a los mismos sectores.-

Afirma también que este régimen resulta violatorio de los arts.14 y 17 de la Constitución Nacional, porque el régimen no es razonable, no tiene una limitación temporal y produce una mutación en la sustancia o esencia del derecho adquirido, pues obliga al acreedor a que su capital se liquide de una manera distinta a la pactada.- Tampoco se prevé para el acreedor un mecanismo de defensa de su derecho y sólo puede cuestionar la constitucionalidad de la norma.-


Destaca que la legislación en cuestión al mutar el monto del crédito y la pérdida de los accesorios, de la garantía real de hipoteca y el cambio del deudor implica una novación legal forzosa, con una absoluta inseguridad sobre el reconocimiento de su derecho y el modo y tiempo de pago, convierten a esta novación en una "expropiación" sin indemnización adecuada.-

Luego, refiere que de aplicarse en el caso la refinanciación hipotecaria prevista por la ley 25798, conforme a las pautas del decreto reglamentario es contradictorio con lo dispuesto por la sentencia.- El decreto 1284/03, al reglamentar el artículo 16 de la ley dispone que "en todos los casos la dación en pago efectuada por el fiduciario importará de pleno derecho la cancelación total y definitiva de todo lo adeudado", disponiéndose también que "la dación en pago de los Bonos...y/o la percepción del efectivo, si fuera el caso, por parte del acreedor, importará del pleno derecho la subrogación total y definitiva de todos los derechos, acciones y garantías de dicho acreedor al fiduciario", y luego en el Modelo de Contrato, se predispone como cláusula que "en garantía del mutuo elegible, el deudor grava el inmueble con derecho real de hipoteca en primer grado en favor del fiduciario".- Estas previsiones llevan a que al establecerse la subrogación del fiduciario, el deudor deberá otorgar en su favor una hipoteca en primer grado, y el acreedor carecerá de la garantía que le acordaba el gravamen hipotecario, para cobrarse cualquier diferencia que surgiera de la liquidación final del crédito para reclamarle a los ejecutados, lo que demuestra que se producirá una mutación del crédito, quedando desprotegidos sus derechos.- 

III.- Por una cuestión metodológica, me referiré en primer términos a los agravios relativos al rechazo del planteo de inconstitucionalidad de la ley 25.561, modificada por la ley 25.820.-


He tenido oportunidad de sostener en numerosos precedentes, al referirme al artículo 11 de la ley 25.561 - con anterioridad a su reforma -, que las obligaciones incumplidas que se tornaron exigibles con anterioridad a la promoción de un proceso y de la sanción de la ley de emergencia 25.561 (06/01/2002, conf.: decreto 50/2002, art.1º), no estaban bajo la órbita del artículo citado, puesto que en esos casos, no se presentaba el supuesto de hecho previsto por la norma, y por ello le resultaba inaplicable (esta Sala, mis votos en cs. 48.138, R.S.302/02, 48601 R.S.23/03, 48725  R.S.201/03, entre otras).-


También sostuve que pretender incluir dichos   créditos en el proceso de pesificación, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 1º del decreto 214/02 y del artículo 2º, 1º párrafo del decreto 320/02, importaba lisa y llanamente introducir de manera arbitraria e irrazonable una categoría de deudores que  ni en la letra ni en el espíritu de la ley de emergencia 25.561, el legislador pretendió amparar.-


Sin embargo, efectué una distinción cuando las obligaciones en ejecución se encontraban en mora  con posterioridad a la sanción del viejo artículo 11 de la ley 25.561 (conf.: esta Sala, mi voto  en  cs.48936, R.S. 213/03), afirmando que: "debe tenerse en cuenta que la emergencia pública declarada por ley 25561, ha sido concebida como una ley de orden público (conf.art.19 de la misma), lo que obliga  al Juzgador a merituar su aplicación en el caso concreto -, cuidando en tan ardua tarea no restringir o conculcar libertades y derechos  reconocidos por nuestra Carta Magna Provincial (conf.art.57 de la misma)"...y que "...es necesario determinar prudencialmente, sin trabar el recto ejercicio de los poderes constituidos, si no se ha traspasado ese límite para incurrir en su abuso, en menoscabo de garantías y derechos constitucionales".-


Ha sostenido nuestra Corte Suprema de Justicia recientemente en el caso "Smith", en relación con el fundamento de las normas de emergencia y sus condiciones de validez, "que la restricción que impone el Estado al ejercicio normal de los  derechos patrimoniales debe ser razonable, limitada en el tiempo, un remedio y no una  mutación  en  la sustancia o esencia del derecho adquirido por  sentencia o contrato (Fallos: 325:28, y en el mismo sentido en sentencia del 22/8/02, T.348, XXXVIII; Fallos: 243:467; 323:1566, entre muchos otros).- De ahí que los mecanismos ideados para superar la  emergencia están sujetos a un límite y éste es su razonabilidad, con la consiguiente imposibilidad de alterar o desvirtuar en su significación económica el derecho de los particulares; y no es dudoso que condicionar o limitar ese derecho afecta a la  intangibilidad del patrimonio y obsta al propósito de afianzar la justicia.- 


El mismo Tribunal ha justificado también, la adopción jurídica de remedios extraordinarios cuyo rasgo fundamental es la limitación temporal y razonable del ejercicio de los derechos (Fallos: 172:21; 238:76; 223:449 y 467; 264:344 y  269:416).- Y aún cuando se admitan restricciones como respuesta a la crisis que se intenta paliar, aquéllas deben necesariamente reconocer el vallado de la justicia y la equidad por lo que los  medios elegidos no pueden desvirtuar la esencia de las relaciones jurídicas establecidas bajo un régimen  jurídico anterior (S.173 - XXXVIII; 5/3/03).-


En virtud de dichas reglas, aplicables en situaciones de emergencia como las que aquejan a nuestra Nación, puede reputarse legítimo que se recurra a medios que, en alguna medida, importen  un sacrificio para los miembros de la sociedad, en  virtud del principio de solidaridad social".-


En la misma ocasión señalé que "el artículo 11 de la ley 25.561, al disponer que las prestaciones originadas en contratos entre particulares serán canceladas en pesos, a la relación de cambio de UN PESO igual a UN DÓLAR ESTADOUNIDENSE, en concepto de pago a cuenta de la suma que en definitiva resulte de la negociación de la reestructuración de la obligación que realicen las partes y que,  eventualmente dirima la justicia, procurando  compartir de modo equitativo los efectos de la  modificación de la relación de cambio, responde en principio, a las reglas antes mencionadas.- 


Pero además, "debe tenerse presente que la  deuda (...), debe ser objeto de la aplicación del coeficiente previsto por el artículo 4º del decreto 214/02 - de acuerdo a las especificaciones dadas por la Ley  25.713 (conf.dec.44/03) -, que cumple una suerte de mecanismo de actualización.- Es más, el propio artículo 8º del decreto 214/02, prevé  que si por aplicación de este coeficiente, el valor resultante de la cosa, bien o  prestación, fuere superior o inferior al del momento del pago, cualquiera de las partes podrá solicitar un reajuste equitativo del precio, que importa un mecanismo de revisión de la actualización prevista, cuidándose de este modo de no alterar la esencia de la obligación convenida" (esta Sala, mi voto en cs.48936, R.S. 213/03).-


Ahora  bien, a partir de la modificación habida por imperio del artículo 3º de la 25.820 (B.O. 04/12/03), se sustituye el texto del artículo 11 de la ley 25.561, por el siguiente "Las obligaciones de dar sumas de dinero existentes al 6 de enero de 2002, expresadas en dólares estadounidenses u otra  moneda extranjera, no vinculadas al sistema financiero, cualquiera sea su origen o naturaleza, haya o no mora del deudor, se convertirán  a razón de un dólar estadounidense (u$s 1)= un peso ($ 1), o su equivalente en otra moneda extranjera,  resultando aplicable la normativa vigente en cuanto al Coeficiente de Estabilización de Referencia  (CER) o el Coeficiente de Variación de Salarios (CVS), o el que en el futuro los reemplace, según  sea el caso...".- A continuación, se regula un mecanismo destinado al reajuste de la prestación de que se trate para el supuesto que al momento del pago, el valor resultante de la cosa, bien o prestación fuere superior o inferior, pudiendo  solicitar las partes un reajuste equitativo del precio.- 


La modificación introducida, viene a zanjar las diferencias surgidas a partir de la interpretación de los decretos 214/02 y 320/02 del P.E.N., cuyos  textos  contemplaban  supuestos  que no estaban inicialmente comprendidos por el artículo 11 de la ley 25.561 - y que de ese modo excedían el marco de referencia para  ejercer  las facultades legislativas que en razón de la emergencia se le había acordado al Poder  Ejecutivo, conforme al texto del artículo 1º inc.1º de la ley 25.561 -, y que llevaran a este Tribunal a entender, por mayoría, la inaplicabilidad del  mecanismo para aquellos casos de existir mora anterior a la sanción de la norma citada.-


En definitiva, dicha sustitución implica introducir en el artículo los supuestos de hecho que contemplaba el decreto 214/02 en su artículo 1º, y entender comprendidas entonces a todas aquellas obligaciones que no se encuentren extinguidas o prescriptas (arts.724 y 3947, 3949 del Código Civil), sean judiciales o extrajudiciales.- 


A partir de  la  citada  modificación, la norma comprende dentro del supuesto de hecho que enuncia a las obligaciones contractuales y extracontractuales, sin distingo en su fuente - puesto que la ley sólo refiere las  de derecho privado -, excluyendo a las vinculadas  al sistema financiero, pudiendo comprender obligaciones condicionales, de plazo pendiente de cumplimiento, incierto o vencido (arts.566, 567,  568  del C.Civil), las que están pendientes de pago y aquellas en que se haya constituido en mora al  deudor (art.509 C.C.), estén o no en instancia judicial (arts.508, 557 "in fine", 589, 2º párrafo del Código Procesal; esta Sala, mi voto en cs.nº 50.104, R.S.47/04, entre otras).- 


Más allá de algunas inexactitudes y  deficiencias de técnica legislativa de este plexo de normas de emergencia, lo cierto es que reúne la norma tachada de inconstitucional la razonabilidad necesaria en su dictado, con un límite temporal determinado: 31 de diciembre de 2006 - fijado por el artículo 1º de la ley 26.077, modificatorio del art.1º de la ley 25561 -, y comportan un verdadero remedio, sin mutar la sustancia o esencia del derecho adquirido, sustentadas en la doctrina del  artículo 1198 del Código Civil y el principio del esfuerzo compartido inspirado en la equidad.- Ello me lleva a sostener la constitucionalidad del artículo 11 de la ley 25.561 en su actual redacción, y por lo tanto aplicable al caso (esta Sala, mi voto en cs.50.935, R.S. 216/04).- 


Cabe señalar que "el sistema incorporado al art. 3º del Código Civil sólo considera retroactivas a aquellas leyes que pretendan regular hechos acaecidos bajo la vigencia de una norma anterior (facta praeterita).- Los facta pendentia se regulan por la ley nueva sin  que ello importe retroactividad. Obviamente, la situación supone la existencia de relaciones jurídicas no agotadas sino que tengan un iter pendiente, en la causa o en los efectos, que  influya  en  el  tiempo (conf.: SCBA, B 51268, Sent. 12-9-2001, voto del Dr. Laborde, DJBA 161, 203; LLBA 2002, 184, esta Sala, mi voto en cs. 50078, R.S. 103/04).-


De  modo que, no hallándose desinteresado aún el acreedor en este proceso, lo que supone una relación jurídica inconclusa con su deudor, ni tampoco acuerdo privado ni decisión judicial firme al  amparo  de las normas de emergencia dictadas a partir de enero de 2002, y dado que la normativa  en análisis ha sido calificada de orden público (conf.: arts.3º, último párrafo y 4º de la ley 25.820), corresponde aplicarla en su actual redacción, debiendo confirmarse lo decidido por el Sentenciante, en cuanto dispone la "pesificación" del crédito reclamado.-


Por último, resta destacar que al adquirir el rango de ley el supuesto fáctico que contemplaba el artículo 1º del decreto 214/02, en el primer párrafo del artículo 11 de la ley 25561 (conf.  modif.art.3º ley 25820), deviene abstracto el tratamiento del planteo de inconstitucionalidad del citado decreto.- Ello, por cuanto las circunstancias que obraron como causa para motivar el interés personal, objetivo y directo del  recurrente al expresar sus agravios se han  modificado, resultando impropio que este Tribunal se expida al respecto (conf.: S.C.B.A., D.J.B.A.,  121-405, 126-273; esta Sala, cs.11.861, R.I.59/83, 11985, R.I.98/83, 47368, R.I.184/02, entre otras).- 



A esta altura cabe referirse a los agravios vinculados al rechazo del planteo de inconstitucionalidad de la ley 25.798, modificada por la ley 25.908.-

 
La jurisprudencia nacional viene ratificando las críticas doctrinarias que recibieran desde su sanción la ley 25.798, así como su posterior reglamentación y la modificación introducida por la ley 25908.- Diversos pronunciamientos han considerado a esta norma inaplicable a los casos con sentencia anterior a su sanción, han privado de efecto vinculante al silencio del fiduciario y ha  sido invalidado este régimen desde el ángulo constitucional, por entenderse alterada fundamentalmente la sustancia del derecho comprometido (conf.: J.A. 2005 - II - 488).- La misma tendencia puede apreciarse en la Cámaras de Apelaciones de la Provincia de Buenos Aires.- 


Sin embargo, he de tener presente que el control de constitucionalidad debe ejercitarse con suma prudencia, para no afectar el principio republicano de división de los poderes, por lo que resulta vedado a los jueces expedirse sobre la conveniencia o acierto de las leyes.- De ahí que la declaración de inconstitucionalidad se erige como la última ratio y sólo debe llevarse a cabo, en casos extremos (conf.: SCBA, L 77.503, Sent. 6-6-2001, voto del Dr. Hitters).- Top of Form 1

En función de ello, no debe perderse de vista que el objetivo principal de este sistema de refinanciación hipotecaria sancionado por el legislador, mediante la creación de un fideicomiso financiero, donde el Estado Nacional mediante la afectación de fondos públicos con la intervención de un agente fiduciario,  se propone un fin lícito de interés público, destinado a ofrecer una solución a aquellas personas de escasos recursos, adquirentes de inmuebles destinados a vivienda, pero que no han podido, por diversos motivos, cancelar sus obligaciones; esto es, regularizar su situación de morosidad de origen multicausal.-


El régimen en análisis, encuentra su fundamento en las disposiciones de la Constitución Nacional tendientes a proteger la vivienda, en consonancia con el art. 14 bis que asegura el "acceso a una vivienda digna", pero aquí también hay que tener en cuenta que nuestra Carta Magna protege además el derecho de propiedad y establece que nadie puede ser privado de ella sino en virtud de una sentencia fundada en ley (art. 17).- Además, concordante con dicha garantía, el Código Civil acuerda al acreedor el derecho de "...emplear los medios legales, a fin de que el deudor le procure aquello a que se ha obligado" (art. 505  inc. 1), lo que, unido a la garantía de defensa en juicio (art. 18 C.N.), le asegura la intervención de un tribunal imparcial que satisfaga sus pretensiones.- Ello significa que el amparo que el legislador pretenda acordar a los deudores morosos no puede erigirse en un perjuicio del derecho de propiedad de los acreedores, ya que ambos preceptos deben ser compatibilizados.- 


Precisamente este sistema de refinanciación hipotecaria creado, también debe ser compatibilizado con el régimen de reestructuración de las obligaciones originadas en los contratos entre los particulares que ha dispuesto la ley 25.561, en su capítulo III, en su artículo 11, modificado por el art.3º de la ley 25.820, cuya constitucionalidad se ha propiciado al iniciar mi voto.-

Es que, frente a la presunción de coherencia que reina en el sistema normativo, la interpretación de las normas debe efectuarse de manera que los preceptos armonicen entre sí, y no de modo que se produzcan choques, pugnas o exclusiones entre ellos (conf.: SCBA, L 78.271, Sent. del 24-9-2003, del voto del Dr. DE LAZZARI).-

Afirma la recurrente que el artículo 6º de la ley 25.798, configura una hipótesis violatoria de la garantía constitucional de igualdad ante la ley, pues los acreedores bancarios y los deudores no bancarios tiene la opción por el sistema, pero la misma reviste efecto vinculante para la otra parte contratante en la relación.-   

Estimo que tal discriminación no se configura, pues no se encuentran en las mismas circunstancias un acreedor del sector financiero que aquel que integra el sector privado, pues el primero - a diferencia del segundo -, se dedica a la intermediación habitual entre la oferta y la demanda de recursos financieros en la sociedad, con alto nivel de especialización técnica, y sujeto a los derechos y obligaciones que el estado le impone, bajo la supervisión del Banco Central de la República (art.1º de la ley 21.526 y modificatorias).- 

Por otra parte, el propio artículo 6º, 2º párrafo, 2da.regla, de la ley 25.798, prevé la opción por el sistema tanto para el deudor como para el acreedor del sector privado.-

Es que tal como lo sostuviera nuestra Casación Provincial, la igualdad que contempla la Constitución comporta la consecuencia de que todas las personas sujetas a una legislación determinada dentro del territorio de la Nación sean tratadas del mismo modo, siempre que se encuentren en idénticas circunstancias, conforme a la legislación vigente (conf.: SCBA, Ac. 59.829, Int. 27-2-1996; ídem,  Ac. 66.052, Int. 25-2-1997; ídem, Ac. 74.345, Int. 13-4-1999; ídem, Ac. 77.213, Int. 16-2-2000; ídem, Ac. 80.320, Int. 7-2-2001; ídem, Ac. 82.965, Int. 13-2-2002; ídem, Ac. 86.221, Int. 19-3-2003), no configurándose entonces la alegada desigualdad.- 


Sostiene la apelante, que el régimen en estudio no es razonable, ya que no ha sido limitado en el tiempo y produce una mutación en la esencia del derecho adquirido, afectándose el derecho de propiedad.- 

Contrariamente a lo afirmado y adelantándome a expresarlo, estimo que están reunidos los recaudos necesarios para que esta regulación de emergencia pueda considerarse una norma constitucional.- 

En primer término, el régimen tiene un límite temporal pues para que el contrato de mutuo sea elegible, la época de la mora debe configurarse entre el 1º de enero de 2001 y el 11 de setiembre de 2003, limitándose de ese modo la aplicación temporal del sistema instituido (conf.: art.3º de la ley 25.798).-

En segundo lugar, considero que el régimen de refinanciación - pese a algunas deficiencias técnico jurídicas -, se erige como un remedio que no altera la sustancia del derecho en juego.-

En efecto, el artículo 16 de la ley 25.798, modificado por el artículo 2º de la ley 25.908, al describir el mecanismo a seguir para la implementación del sistema de refinanciación, establece en su inciso "c", que en caso de encontrarse pendiente un proceso de ejecución hipotecaria contra el deudor, por mora en el cumplimiento del mutuo elegible, la acreditación en el expediente del ejercicio de la opción, no suspenderá el curso del proceso, pero limitará los efectos de la sentencia de remate a: 1.- la determinación de la procedencia o no del juicio ejecutivo - aspecto que decidido en la instancia de grado arriba firme a esta Alzada -, 2.- la liquidación final de la deuda exigible, incluyendo capital, intereses y costas, a los efectos del punto "g".- Limitándose los intereses aplicables, a la tasa pasiva promedio en pesos publicada por el Banco Central, o la tasa pactada si fuere menor.-  

De ese modo y en lo que concierne a la determinación del capital, debe estarse a la pauta que se establezca en el decisorio, que el el caso, a estarse a la decisión propuesta - confirmatoria de la de grado y que descarto será compartida por mis colegas -, importa la pesificación del crédito reclamado, con más su actualización de acuerdo al coeficiente aplicable en el caso, y la adición de los intereses - capítulos firmes que arriban a esta Alzada -, lo que se corrobora a su vez en el inciso "h" del mentado artículo 16.- Por lo tanto, la única limitación que la norma dispone es la morigeración de la tasa de interés aplicable en el caso.-

 Además, ello no impide que el acreedor pida un reajuste equitativo del precio, si para el supuesto que al momento del pago, el valor resultante de la cosa, bien o prestación fuere superior o inferior, tal como lo estatuye el artículo 11, de la ley 25.561, modif. por la ley 25.820 (cfme.: art.24 de la ley 25.798).- Esta facultad, asegura que el remedio no se torne irrazonable como alternativa para el acreedor,  y se funda en la doctrina del  artículo 1198 del Código Civil y el principio del esfuerzo compartido inspirado en la equidad.- 

Por su parte el inciso "g" de la norma en análisis, establece que el fiduciario procederá a poner al día los mutuos elegibles, a cuyos efectos cancelará al acreedor las cuotas de capital pendientes de pago, más los intereses liquidados de acuerdo al punto "c" - ya aludido -, facultando al fiduciario a la emisión de instrumentos financieros según la normativa aplicable.- Sin embargo, dicha facultad se encuentra ceñida a la facultad que también se acuerda reglamentariamente al acreedor, que puede optar por ser satisfecho en efectivo respecto de las cuotas impagas y vencidas, conforme al art.16, inc.a, 2da. regla, del Anexo I del decreto 1284/2003, prestaciones que en el caso se hayan vencidas en su totalidad dado el carácter automático de la mora - sin perjuicio de los pagos parciales habidos (v.fs.19 vta.) -, considerando el plazo convenido en la escritura para la devolución del préstamo según surge de fs.3 vta..- 

Además el aludido inciso "g" en su segundo párrafo, impone al fiduciario la obligación de cancelar los gastos y honorarios determinados en la sentencia, que en el caso comporta seguir las pautas sentadas en el decisorio.- 

Señala también la recurrente que se produce un cambio de su deudor originario, configurándose una suerte de "novación forzoza", con grave perjuicio para su derecho de propiedad.-

Al respecto cabe señalar que no se presenta en el caso un supuesto de novación, se trata de un caso de subrogación legal, en la que se produce de pleno derecho, la transmisión de todos los derechos, acciones y garantías del antiguo acreedor a favor del tercero-fiduciario y hasta la concurrencia de la suma que éste habrá de desembolsar (arts. 16, 767, 768, 771 y concs. del Código Civil; art.16, inc.j y 20 de la ley 25.798, con las modificaciones introducidas por el artículo 2º de la ley 25.908).-

En el caso, con la suscripción del instrumento que en copia se adjunta a fs. 130/135, y los pagos que en su consecuencia realice el agente fiduciario al aquí ejecutante, se configura el supuesto de subrogación legal expresamente contemplado en el artículo 767, e inc. 3° del art. 768 del Código Civil - aplicable analógicamente (art.16 del mismo Código) -, operándose - ante la expresa conformidad del deudor -, la transmisión total o parcial del crédito a favor del fiduciario, hacia quién ha quedado obligado el deudor, en los términos y con los alcances del art. 771 del ordenamiento citado e inc.j del art.16 modificado por la ley 25.908 (arts.12 de la ley 25.798, 1º del decreto reglamentario 1283/03 y 12/14 del Anexo I del citado decreto, 19 y ccdtes. de la ley 24.441).-

 El pago por subrogación que se efectua con tal alcance, produce en principio un desdoblamiento por el cual se extingue el crédito en la persona del acreedor primitivo que resulta desinteresado y eliminado de la obligación relacional cuando el pago es total; o en su caso, hasta la concurrencia de la suma que el tercero - fiduciario satisfaga (Banco de la Nación Argentina; arts. 14 de la ley 25.798,  12/14 del Anexo I del dec.reg. 1283/03; 1º y 19 de la ley 24.441), de acuerdo a lo que resulte de la liquidación final que en esta sede judicial se apruebe.- En consecuencia, quedará subsistente la deuda a cargo del obligado - aquí parte ejecutada - y en favor del fiduciario en caso que este último abone y desinterese totalmente al acreedor, y en caso de ser parcial ese pago que concrete el fiduciario al acreedor (art.772 del Código Civil), quedará subsistente en la porción insatisfecha la obligación del deudor ejecutado con su primitivo acreedor, quien conserva como garantía el derecho real de hipoteca por la porción aún no subrogada por el fiduciario (conf. inc.k del art.16 de la ley 25.798, conforme ley 25.908; arts.3187 y 3189 del Código Civil).- 

Por último, cabe abordar las quejas relativas a la aplicación del decreto reglamentario del sistema nº 1283/2003, que según sostiene el apelante, su aplicación determina que en todos los casos la "dación en pago" efectuada por el fiduciario importa de pleno derecho la cancelación total y definitiva de todo lo adeudado, de modo que se producirá su subrogación pese a encontrarse insatisfecho el crédito reclamado en su totalidad, desplazándose su derecho real de hipoteca por el que se constituya en favor del fiduciario.-

Al respecto debe recordarse que la Constitución establece el principio de jerarquía normativa que impone como exigencia la articulación coherente entre la ley y el reglamento, en virtud de la cual la ley precede al reglamento y no puede ser derogada por éste (conf.: SCBA, B 56.679, Sent. 24-8-2005), en otras palabras la regulación que se determine un decreto reglamentario no puede derogar las directivas de la norma a la cual accede.- 

 En efecto, un reglamento no puede establecer, una limitación que no surge del texto legal reglamentado, pues de no sujetarse a las pautas preestablecidas en la norma, modificándola con una disposición que no encuentra apoyo en ella, debe resolverse según un criterio jerárquico, en el sentido de que la norma superior desplaza a la de rango inferior (conf. en análogo sentido: SCBA, B 58842 S 18-12-2002,voto del Dr. Negri; ídem, Ac. 76885, Sent.del 9-10-2003, voto del Dr. De Lázzari).-


Pues es propio de la tarea del intérprete indagar el verdadero sentido de la ley mediante un examen atento y profundo de sus términos que consulte la racionalidad del precepto y la voluntad del legislador, que no debe ser obviada por posibles imperfecciones técnicas de su instrumentación legal que dificulten la consecución de los fines perseguidos por la norma (conf.: SCBA, Ac. 88092, Sent. del 2-3-2005, voto del Dr. HITTERS)

Ello significa que en el caso concreto, más allá de la opción del acreedor de percibir su crédito del fiduciario en efectivo - con el alcance expresado "supra", u optar eventualmente por la dación en pago y/o suscripción de Bonos - si por las condiciones del mercado, pudiere resultarle más beneficioso -, no pueden significar de "pleno derecho la cancelación total y definitiva de todo lo adeudado" ni tampoco que se produzca "de pleno derecho la subrogación total y definitiva de todos los derechos, acciones y garantías de dicho acreedor al fiduciario", como lo prevén los incs. "a" último párrafo, "b" último párrafo y "e" del Anexo I del decreto reglamentario 1284/2003, pues importaría la modificación de las normas contenidas en la ley 25.798 - modificada por la ley 25.908 - y del artículo 3189 del Código Civil, aplicable analógicamente, de rango jerárquico superior y, cuyo desplazamiento no está permitido en nuestro ordenamiento jurídico (arts.31 de la Constitución Nacional y 57 de la Carta Magna local; arts. 16 inc."j", "in fine" de la ley 25.798).-

En función de lo expresado, dado que la norma tachada de inconstitucional reúne la razonabilidad necesaria en su dictado, con un límite temporal determinado, y comporta un verdadero remedio, sin mutar la sustancia o esencia del derecho adquirido, estimo que debe ser confirmado este apecto del decisorio.-

IV.- Por todo lo expuesto - y de compartirse tal criterio -, considero que por los fundamentos expresados corresponde confirmar la resolución apelada, desestimándose los planteos de inconstitucionalidad del artículo 11 de la ley  25.561, modificado por el artículo 3º de la ley  25.820, y de la ley 25.798, modificada por la Ley 25.908, que regula el Sistema de Refinanciación hipotecaria, declarando abstracto similar planteo respecto del decreto 214/02.- En virtud de ello,  declarar que la deuda que se ejecuta está comprendida en las disposiciones del artículo 11 de la ley 25.561 (modificado por el art. 3º de la ley  25.820), por lo que el capital de condena deberá convertírselo a razón de un dólar un peso,  aplicándose el Coeficiente de Estabilización de Referencia (C.E.R.), tal como se dispusiera en la instancia de grado (arts. 1º y 2º de la ley 25.713, modificada por la ley 25.796), con más sus accesorios.- Costas de esta instancia por su orden, atento la naturaleza opinable de la cuestión (art.68, 2º párrafo, del Código Procesal), difiriéndose la regulación de honorarios para su oportunidad.-

Voto en consecuencia por la AFIRMATIVA.-

A la misma cuestión los Señores Jueces doctores  Castellanos y Ludueña, por iguales fundamentos, votaron también por la AFIRMATIVA.-

A LA SEGUNDA CUESTION: El señor Juez doctor  Russo, dijo:

Conforme se ha votado la cuestión anterior,   corresponde confirmar la resolución apelada, desestimándose los planteos de inconstitucionalidad del artículo 11 de la ley  25.561, modificado por el artículo 3º de la ley  25.820, y de la ley 25.798, modificada por la Ley 25.908, que regula el Sistema de Refinanciación hipotecaria, declarando abstracto similar planteo respecto del decreto 214/02.- En virtud de ello,  declarar que la deuda que se ejecuta está comprendida en las disposiciones del artículo 11 de la ley 25.561 (modificado por el art. 3º de la ley  25.820), por lo que el capital de condena deberá convertírselo a razón de un dólar un peso,  aplicándose el Coeficiente de Estabilización de Referencia (C.E.R.), tal como se dispusiera en la instancia de grado (arts. 1º y 2º de la ley 25.713, modificada por la ley 25.796), con más sus accesorios.- Costas de esta instancia por su orden, atento la naturaleza opinable de la cuestión (art.68, 2º párrafo, del Código Procesal), difiriéndose la regulación de honorarios para su oportunidad.-

ASI LO VOTO.-

Los Señores Jueces doctores Castellanos y Ludueña, por los mismos fundamentos, votaron en análogo sentido.-

Con lo que terminó el Acuerdo, dictándose la siguiente:



S E N T E N C I A

Morón,  24
de octubre de 2006 .-

AUTOS Y VISTOS: De conformidad al resultado  que arroja la votación que instruye el Acuerdo que antecede, por unanimidad se confirma la resolución apelada, desestimándose los planteos de inconstitucionalidad del artículo 11 de la ley  25.561, modificado por el artículo 3º de la ley  25.820, y de la ley 25.798, modificada por la Ley 25.908, que regula el Sistema de Refinanciación hipotecaria, declarando abstracto similar planteo respecto del decreto 214/02.- En virtud de ello,  declarar que la deuda que se ejecuta está comprendida en las disposiciones del artículo 11 de la ley 25.561 (modificado por el art. 3º de la ley  25.820), por lo que el capital de condena deberá convertírselo a razón de un dólar un peso,  aplicándose el Coeficiente de Estabilización de Referencia (C.E.R.), tal como se dispusiera en la instancia de grado (arts. 1º y 2º de la ley 25.713, modificada por la ley 25.796), con más sus accesorios.- Costas de esta instancia por su orden, atento la naturaleza opinable de la cuestión (art.68, 2º párrafo, del Código Procesal), difiriéndose la regulación de honorarios para su oportunidad.-

Fdo.: Dr. José Eduardo Russo, Dr. Juan Manuel Castellanos, Dra. Liliana Graciela Ludueña. Ante mí: Dr. Esteban Santiago Lirussi.-
